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ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / RECURSO DE APELACIÓN CONTRA SENTENCIA / DAÑO CAUSADO EN EL MARCO DE UN CONFLICTO ARMADO INTERNO / VALIDEZ DE LA PRUEBA / ADMISIÓN DE LA PRUEBA / PRUEBAS EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO / PRUEBA TRASLADADA SOLICITADA POR AMBAS PARTES / VALORACIÓN DE LA PRUEBA DOCUMENTAL / INFORME ADMINISTRATIVO / VALOR PROBATORIO DE LA COPIA AUTENTICADA DE DOCUMENTO

[Se allegó] Copia auténtica del informativo de carácter administrativo, adelantado por el Departamento de Policía del Meta y los Llanos orientales, por la pérdida del material de guerra e intendencia a cargo de la Subestación de El Calvario y del personal a ella asignado, dentro del cual obran algunas de las pruebas aportadas con la demanda, y otras que serán valoradas sin necesidad de ratificación, teniendo en cuenta lo expresado por esta Sala en otras ocasiones.  En efecto, por una parte, fueron practicadas por la propia entidad demandada, contra la cual se pretende hacerlas valer en este proceso, y no fueron objeto de tacha alguna; por el contrario, sirvieron de base para la adopción de las decisiones que pusieron término al citado trámite administrativo.  Por otra, su aportación al proceso fue realizada a petición de ambas partes, dado que la remisión de las respectivas copias fue solicitada por la parte demandante, y la entidad demandada pidió expresamente, al contestar el libelo, que se decretaran y tuvieran como pruebas, entre otras, las solicitadas por el apoderado de la parte actora.

NOTA DE RELATORÍA: Respecto al traslado de pruebas, cita: Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 18 de septiembre de 1997, rad. 9666; del 8 de febrero de 2001; rad. 13254 y del 14 de julio de 2001, rad. 12198.

REQUISITOS DE LA PRUEBA TRASLADADA / INADMISIÓN DE LA PRUEBA / FALTA DE JURAMENTO / VALOR PROBATORIO DE LA PRUEBA TESTIMONIAL / DILIGENCIA DE INDAGATORIA / DECLARACIÓN DEL TESTIGO / IMPROCEDENCIA DE LA PRUEBA TRASLADADA / PRUEBAS EN LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO / REQUISITOS DE LA PRUEBA TESTIMONIAL
No se tendrán en cuenta, en este proceso, las declaraciones rendidas por los agentes sobrevivientes de la Subestación de El Calvario, en diligencias de descargos –algunas de las cuales fueron aportadas con la demanda y otras obran en el informativo administrativo (…) teniendo en cuenta que no podrían valorarse, en ningún caso, como pruebas testimoniales. En efecto, si bien se trata de declaraciones rendidas por terceros, que no se identifican con la entidad estatal que tiene la calidad de parte dentro del proceso contencioso administrativo, no cumplen los requisitos del testimonio, porque no se rindieron bajo juramento. Es claro que si se pretendía hacer valer las declaraciones de dichos agentes dentro de este proceso, debió solicitarse la recepción de sus testimonios.

NOTA DE RELATORÍA: Respecto al traslado de la diligencia de indagatoria al proceso contencioso administrativo, cita: Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 17 de mayo de 2001, rad. 12370.

CONFIGURACIÓN DE LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO / MUERTE DEL AGENTE DE POLICÍA / FALLA DEL SERVICIO / OMISIÓN DEL DEBER DE PROTECCIÓN / ATAQUE GUERRILLERO / PREVISIBILIDAD DEL DAÑO / ESTACIÓN DE POLICÍA / IMPUTACIÓN DEL DAÑO / RESPONSABILIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL / FUERZAS ARMADAS REVOLUCIONARIAS DE COLOMBIA EJERCITO DEL PUEBLO / DAÑO CAUSADO EN EL MARCO DE UN CONFLICTO ARMADO INTERNO / SUJETOS DEL CONFLICTO ARMADO / RIESGO DE CONFLICTO ARMADO

[L]a muerte del agente (…) resulta imputable a la Nación. En efecto, no obstante que altos mandos de la Policía Nacional tenían conocimiento de la inminencia de un ataque guerrillero a la Subestación de El Calvario, a la cual se encontraba adscrito dicho agente, aquéllos no tomaron medida alguna para garantizar que los miembros de la institución estuvieran preparados para afrontarlo; así, por ejemplo, no reemplazaron el armamento, ni los equipos de comunicaciones –a pesar de haber advertido que era necesario–, y no aumentaron el pie de fuerza, ni diseñaron mecanismos especiales para enviar refuerzos, en caso de urgencia.  No puede la Sala establecer cuál era el plan específico o la estrategia que debía ejecutar la institución mencionada; es ella la que, en cada situación y con fundamento en labores de inteligencia, debe adoptar la decisión más adecuada; sin embargo, es claro que, en el caso objeto del presente proceso, su actitud fue omisiva, puesto que era evidente que la Subestación de El Calvario podía ser objeto de un ataque guerrillero en cualquier momento y, en las condiciones en que se encontraba, no estaba preparada para afrontarlo, y, por lo tanto, que el comandante y los agentes a ella adscritos tendrían una alta probabilidad de resultar muertos o gravemente lesionados, sin que, por lo demás, su valerosa actuación sirviera, finalmente, para proteger a los habitantes del municipio. En estas condiciones, el hecho de las FARC no era imprevisible para la entidad demandada. (…) [La víctima] en su condición de agente asignado a la subestación mencionada, fue sometido a un riesgo excesivo e innecesario, por causa de una falla en la prestación del servicio de Policía.  Si bien los miembros de la Fuerza Pública deben soportar el riesgo de sufrir daños como consecuencia del ejercicio de sus funciones, el cual, por la naturaleza de éstas, asumen al aceptar sus cargos, y al ocurrir, no da lugar al surgimiento de la responsabilidad del Estado –pues, por lo general, se configura una de las causales de exoneración, normalmente hecho de tercero o fuerza mayor–, debe precisarse que ello no autoriza a éste último para abandonarlos a su suerte, imponiéndoles cargas imposibles de cumplir;  por el contrario, es su deber dotarlos de los elementos necesarios para permitir el cabal cumplimiento de sus obligaciones, con mayor razón en los casos en que es previsible un enfrentamiento armado, y poner en práctica planes y estrategias tendientes a la adopción oportuna de medidas preventivas, para garantizar el éxito de las operaciones y proteger la integridad de los combatientes legítimos.

NOTA DE RELATORÍA: Acerca de los daños causados a los agentes de la Fuerza Pública, cita: Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 7 de septiembre de 1998, rad. 10921.

LUCRO CESANTE CONSOLIDADO / PROCEDENCIA DE LA INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS / INDEMNIZACIÓN DEL LUCRO CESANTE / INDEMNIZACIÓN DEL PERJUICIO MATERIAL POR LUCRO CESANTE / INGRESO BASE DE LIQUIDACIÓN PARA CÁLCULO DEL LUCRO CESANTE / LIQUIDACIÓN DEL LUCRO CESANTE / PRUEBA DEL LUCRO CESANTE / LUCRO CESANTE DEBIDO / LUCRO CESANTE FUTURO / LUCRO CESANTE CONSOLIDADO / MUERTE DEL AGENTE DE POLICÍA / OBLIGACIÓN ALIMENTARIA / SISTEMA DE REGLAS DE EXPERIENCIA
Respecto del perjuicio patrimonial reclamado, está demostrado en el proceso que, al momento de su muerte, el agente citado devengaba la suma de $178.044.oo mensuales. Así consta en la hoja de servicios expedida por el Director de Personal de la Policía Nacional (…) Está probado, además, que convivía con su familia en el Municipio de El Calvario, e inclusive, que en la toma guerrillera resultaron heridos dos de sus hijos; así se desprende de lo expresado en el informe rendido por el Comandante del primer Distrito del Departamento de Policía del Meta, citado en el numeral 4 de estas consideraciones, y de la declaración rendida por el Juez Municipal de El Calvario (…) Teniendo en cuenta lo anterior, así como el hecho de que, en el momento de la muerte del agente (…) sus hijos tenían 4, 6, 7, 8 y 9 años de edad, puede inferirse que la familia dependía económicamente de aquél, quien, por lo demás, en relación con ella, tenía una obligación alimentaria, conforme a lo dispuesto en el artículo 411 del Código Civil. Se considera probado, entonces, que los demandantes sufrieron un perjuicio patrimonial, en forma de lucro cesante, como consecuencia de la muerte de su esposo y padre. Aplicando la fórmula utilizada reiteradamente por esta Corporación, se tiene que la renta actualizada (Ra) es igual a la renta histórica (devengada por la víctima al momento de su muerte), multiplicada por el índice de precios al consumidor del mes anterior a la sentencia, dividido por el índice de precios al consumidor vigente en el mes del hecho dañino, conforme a las certificaciones del DANE. (…) Dado que la fecha probable de muerte de [la víctima] era posterior a la de su esposa (ella había nació el 18 de agosto de 1954 y él el 27 de junio del año siguiente), el lucro cesante futuro a que ésta tiene derecho se calculará hasta la fecha probable de su propio fallecimiento.  En relación con los hijos, se calculará la indemnización del lucro cesante futuro hasta que cada uno de ellos llegue a la edad de 18 años, a partir de la cual se presume, con fundamento en las reglas de la experiencia, que pueden ocuparse de su propio sostenimiento, a menos que esté demostrada una situación distinta, lo que no ocurren en el presente proceso.

FUENTE FORMAL: CÓDIGO CIVIL - ARTÍCULO 411

RECONOCIMIENTO DEL PERJUICIO MORAL / MUERTE DEL AGENTE DE POLICÍA / ARBITRIO JUDICIAL / TASACIÓN DEL PERJUICIO MORAL / CÁLCULO DEL PERJUICIO MORAL / SERVIDOR PÚBLICO CON FUNCIÓN DE ALTO RIESGO / BENEFICIARIO DEL PERJUICIO MORAL / PRESUNCIÓN DEL PERJUICIO MORAL / ACREDITACIÓN DEL PARENTESCO / PRUEBA DEL PARENTESCO
[E]l parentesco puede constituir indicio suficiente de la existencia, entre los miembros de una misma familia, de una relación de afecto profunda y, por lo tanto, del sufrimiento intenso que experimentan los unos con la desaparición o el padecimiento de los otros. Así las cosas y dado que, en este caso, uno de los demandantes era la cónyuge de [la víctima], y los demás eran sus hijos, todos menores de edad en la época de los hechos, y que hay indicios en el expediente de que convivían en la misma casa –se alude, inclusive, a que dos de los hijos resultaron heridos en el asalto guerrillero, en su lugar de habitación–, se considera probada la existencia del perjuicio moral sufrido por los actores, así como su intensidad, en el máximo grado. Conforme a lo expresado en sentencia reciente, esta Sala ha abandonado el criterio según el cual se consideraba procedente el recurso a la aplicación analógica del artículo 106 del Código Penal de 1980, para establecer el valor de la condena por concepto de perjuicio moral; ha considerado, en efecto, que la valoración de dicho perjuicio debe ser hecha por el juzgador, en cada caso, según su prudente juicio, y ha sugerido la imposición de condenas por la suma de dinero equivalente a cien salarios mínimos legales mensuales, en los eventos en que aquél se presente en su mayor grado. No obstante lo anterior, teniendo en cuenta que, en este caso, se solicita en el libelo condenar a la entidad demandada al pago, por este concepto, de la suma equivalente a mil gramos de oro, para cada uno de los actores, y dado que, en la fecha de esta sentencia, dicha suma, correspondiente a $21.753.610.oo, es inferior a aquélla que equivale al número de salarios mínimos antes indicados, se accederá a la petición formulada, a fin de respetar el principio de congruencia.

FUENTE FORMAL: DECRETO LEY 100 DE 1980 - ARTÍCULO 106

NOTA DE RELATORÍA: Respecto al reconocimiento y tasación del perjuicio moral, cita: Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias del 18 de mayo de 2000, rad. 12053; 15 de junio de 2000, rad. 11688; de 21 de septiembre de 2000, rad. 11766 y del 6 de septiembre de 2001, rad. 13232-15646; C. P. Alier Eduardo Hernández Enríquez.

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

Consejero ponente: ALIER EDUARDO HERNÁNDEZ ENRÍQUEZ

Bogotá D.C., veinte (20) de septiembre de dos mil uno (2001)

Radicación: 5001-23-31-000-1994-04398-01(13553)

Actor: MARTHA MORALES Y OTROS

DEMANDADO: NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL-POLICÍA NACIONAL

Conoce la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra la sentencia del 4 de marzo de 1997, proferida por el Tribunal Administrativo del Meta, por la cual se resolvió negar las pretensiones de la demanda.

I. ANTECEDENTES:

1. Mediante demanda presentada el 8 de marzo de 1994, la señora Martha Morales, obrando en nombre propio y de sus hijos menores Sandra María, Martha Cecilia, Sisam Yenny, Diego Alonso y Larry Julián Gutiérrez Morales, por intermedio de apoderado, solicitó que se declarara responsable a la Nación – Ministerio de Defensa, de los perjuicios sufridos como consecuencia de la muerte del agente de la Policía Nacional Luis Alfonso Gutiérrez Pinilla, esposo de la primera y padre de los citados menores.  Adicionalmente, solicitó que se condenara a dicha entidad a pagar a cada uno de los demandantes, por concepto de perjuicios morales, el valor equivalente a mil gramos de oro, y por concepto de perjuicios materiales, las siguientes sumas: $20.000.000.oo para Martha Morales, $342.912.oo para Sandra María Gutiérrez, $921.576.oo para Martha Cecilia Gutiérrez, $1.521.670.oo para Sisam Jenny Gutiérrez, $1.836.208.oo para Diego Alfonso Gutiérrez y $2.000.000.oo para Larry Julián Gutiérrez (folios 77 a 103 del cuaderno principal).


Fundó la parte actora sus pretensiones en los siguientes hechos:

a. Luis Alfonso Gutiérrez Pinilla era agente de la Policía Nacional.  Había sido asignado a la Subestación de Policía del Municipio El Castillo (Meta), al mando del Cabo Segundo Elman Emir Torres Acero, donde se les dotó con armamento de mala calidad, “desusado, desgastado, inservible e inoperante, para prestar el servicio...”.

b. Desde antes del 17 de agosto de 1992, el personal de la citada subestación adelantó actividades de inteligencia en la región; detectó la presencia de subversivos de las FARC, “como también la inminencia de un ataque de éstos al personal uniformado”.  Las informaciones de inteligencia “eran continuas, reiteradas” y “fueron comunicadas inmediata y oportunamente a sus superiores..., por lo que éstos eran sabedores de las circunstancias existentes en dicha área”.

c. Las autoridades de policía, sin embargo, “no calificaron ni clasificaron” la información suministrada; “no reforzaron el pie de fuerza en el número mínimo que exigían ellas; no realizaron operativos con personal extra o del Ejército Nacional en el sector; no se hicieron reconocimiento (sic) con aeronaves, ni mucho menos se les reemplazó el armamento por uno más eficiente y eficaz, como tampoco se les dotó en forma adecuada, omisiones que... fueron funestas para los agentes de policía”.  Sólo se ordenó “un traslado de tres (3) agentes...”, para completar 16 unidades, en total, en la subestación, y se les recomendó “la evacuación del puesto de policía durante la noche, lo que demuestra hasta donde importó o se tuvo en cuenta tanto las informaciones de inteligencia, como la suerte de los policías”.

d. El 16 de agosto de 1992, dos agentes de policía fueron autorizados para gozar de vacaciones, de manera que sólo quedaron catorce. En la subestación. No se ordenó el desalojo de todo el personal mientras se tomaban otras medidas.

e. En cumplimiento de las instrucciones del comandante de la subestación de Policía de El Calvario y de los altos mandos militares, el domingo 16 de agosto de 1992, a las 8:00 p.m., se conformaron tres grupos, que debían evacuar por la noche el puesto de policía, y regresar a las 5:00 a.m.

f. Al día siguiente, al regresar, a la hora acordada, “fueron sorprendidos por los facinerosos que se encontraban en inmediaciones del puesto de la ciudad, quienes los atacaron y después..., cuando habían caído varios uniformados, heridos otros, fueron rendidos”.  En el desarrollo del combate, “unas carabinas se trabaron, otras se desbarataron, pues en su mayoría no sirvieron para repeler el mismo” y fueron “decomisadas posteriormente por la guerrilla”.

g. Los agentes de policía de la subestación de El Calvario se encontraban en “inhumana desprotección”, tanto en número (los subversivos eran más de 80), como en armamento, y a ello se debió el fallecimiento de Luis Alfonso Gutiérrez y otros cinco uniformados.  Así consta en el informativo prestacional No. 0146-92.

h. Los altos mandos de la Policía no suministraron la protección urgente que demandaba la situación de los agentes de El Calvario, a pesar de que conocían “la precaria defensa con que contaban”. El ataque no constituyó un acto imprevisible y, sin embargo, dichos agentes fueron “abandonados a su propia suerte y sacrificados en aras del deber”.

i. La instrucción de evacuar la subestación en horas de la noche “no era la forma de protegerlos eficazmente contra la acción del enemigo que amenazaba inminentemente; ello no conducía a reducirlas (sic) el riesgo que comporta la prestación del servicio, pues no se trataba de un riesgo común y normal y mucho menos en esta área y bien pudo acudirse a formas o instrumentos acostumbrados por el arte de las armas y la experiencia e inteligencia de los “comandos superiores”.”

j. Los hechos relatados son corroborados en las declaraciones de los agentes sobrevivientes a la toma de El Calvario, así como en el concepto del investigador y el fallo del Comandante del Departamento de Policía del Meta, que decidió el informativo citado.  Estas circunstancias no fueron desvirtuadas por los investigadores, ni consideradas por ellos como tendenciosas o mentirosas; por el contrario, se estimaron dignas de todo crédito.

k. A raíz de la toma guerrillera, el Comando de Policía del Meta “levantó el puesto de policía, evacuando definitivamente al personal allí acantonado y sólo... hace poco, volvió a asignar personal a dicho municipio, medida que pudo tomar antes del ataque subversivo con base en las informaciones de inteligencia y haber evitado la muerte de los agentes..., si no era posible reforzarlo conforme las exigencias lo ameritan (sic)”.

l. El Estado expuso a sus agentes a un riesgo excepcional previsible, “arratrándolos (sic), junto con sus familias como soportes del ataque”.

m. Luis Alfonso Gutiérrez Pinilla había contraído nupcias con Martha Morales, el 4 de noviembre de 1993, y de su unión nacieron Sandra María, Martha Cecilia Sisam Yenny, Diego Alfonso y Larry Julián Gutiérrez Morales.

n. Luis Alfonso Gutiérrez Pinilla era la única persona que sufragaba todos los gastos del hogar y de su familia; los colmaba, además, de cariño, amor y cuidados, propios de un buen marido y padre, “de todo lo cual quedaron desprotegidos como consecuencia de su muerte”.

2. Notificada la demanda, La Nación - Ministerio de Defensa Nacional le dio contestación oportunamente.  Expresó, en relación con los hechos, que se atiene a lo que se pruebe en el proceso, y que se opone a las pretensiones formuladas.  Manifestó lo siguiente, al exponer sus razones de defensa (folios 110, 111 del cuaderno principal):

“El apoderado de la parte actora no tiene claro el sitio exacto donde ocurrieron los hechos, pues... en un principio nos habla del Municipio del Castillo y posteriormente... hace alusión a la localidad del Calvario.

...el agente LUIS ALFONSO GUTIERREZ PINILLA... murió con ocasión al (sic) servicio y por éste y por lo tanto debe indemnizarse a sus familiares... este hecho se presentó y efectuó cancelándose a los beneficiarios lo correspondiente a los haberes y a la indemnización a la que tienen derecho lo (sic) familiares de todo miembro de la policía que fallece en estas circunstancias por lo tanto esto no es razón válida para poner en juicio la responsabilidad de la Nación.

... se presentaron hechos ajenos a la institución en donde lo único que se podía hacer era reaccionar ante este intempestivo ataque, es un riesgo que tiene que correr todo miembro de la policía o armada...

(...).

No es viable la teoría del daño especial en este caso, pues aduce el apoderado de la parte actora: “...en ejercicio de sus competencias y obrando dentro del marco de las disposiciones legales, causa con su actuación un perjuicio de naturaleza especial y anormal a un administrado” por cuanto el actuar fue de terceras personas quienes con sus armas causaron los hechos ya conocidos”. 


3. El Tribunal decretó pruebas mediante auto del 18 de julio de 1994 (folios 113 a 115 del cuaderno principal).  Vencido el período probatorio, se celebró la audiencia de conciliación, en la que no se llegó a acuerdo alguno, dada la ausencia de ánimo conciliatorio en la parte demandada (folio 158 del cuaderno principal).


4. El 4 de julio de 1995, se corrió traslado a las partes para alegar, y al Ministerio Público para rendir concepto (folios 159, 160 del cuaderno principal).


La parte demandante se refirió a las pruebas que obran en el informativo de carácter prestacional No. 0146-92, adelantado por el Comando del Departamento de Policía del Meta.  Expresó que, con fundamento en ellas, está probado que los altos mandos de la Policía tuvieron clara y suficiente información sobre “una pretendida toma subversiva a la subestación de policía del Municipio de EL CALVARIO (Meta), por así haberlo comunicado oportunamente los efectivos allí acantonados” (declaraciones de los agentes Reyes, Coronado Gutiérrez y Parrado Martínez).


También resulta de dichas pruebas que la única medida adoptada fue la de solicitar en préstamo, el 14 de agosto de 1992,  un helicóptero, para pasar revista el fin de semana en esa unidad.


Insistió, entonces, en que a las altas autoridades de policía correspondía brindar a los subordinados las mínimas garantías de protección, y sin embargo, para afrontar la emergencia, no se ordenó levantar el puesto policivo transitoriamente; por el contrario, se sometió a los policías a enfrentar el ataque, con armamento “altamente deficiente, por tratarse de carabinas M-1 que son de vieja data”.  En efecto, varios de los agentes sobrevivientes declararon que sus armas se despedazaron y trabaron durante el ataque, por lo cual quedaron en imposibilidad de defenderse, ya que, como lo explicó el agente Parrado, “quedó solo el agente Reyes combatiendo”.


Finalmente, expresó que está acreditada la legitimación para actuar de los demandantes, así como el perjuicio sufrido como consecuencia de la muerte de su padre y esposo, y la relación de causalidad existente entre la falla del servicio probada y dicho perjuicio.  En efecto, “si la Institución hubiera dotado adecuadamente al personal o tomado medidas similares, la muerte del agente no se hubiera producido como ocurrió” (folios 162 a 164 del cuaderno principal). 


La parte demandada manifestó que si bien los altos mandos militares tenían conocimiento de la posible toma de la estación, también lo es “que se habían tomado las medidas del caso, emitiendo las órdenes respectivas para que el personal allí ubicado permaneciera alerta y prevenido a (sic) cualquier situación.  Se pregunta, entonces, ¿dónde está la falla del servicio?.  Y agregó:

“Si bien la entidad demandada cumplió con la capacitación del personal, con la dotación del armamento que en un momento de pánico pudo trabárseles, con informarles, alertarles y darles las órdenes respectivas con relación al cuidado que deben tener, caso diferente en (sic) el hecho de que la subversión no informa el día, ni la hora exacta en la que pretende cegar la vida de los miembros de la institución.

Fueron terceras personas ajenas a la entidad demandada quienes causaron la muerte de estos servidores, no por la omisión de la entidad...”. (folios 165, 166 del cuaderno principal).


El representante del Ministerio Público se refirió a los hechos de la demanda y se preguntó: “si los policías presentían de un momento a otro una incursión de gente subversiva, cómo se justifica que se dejen sorprender en asalto a su puesto o subestación por el enemigo, máxime cuando sus miembros son policías profesionales con amplio conocimiento de la situación de orden público?”.  Y agregó:

“...Desafortunadamente todo ataque sedicioso es sorpresivo y por lo tanto inesperado, a mansalva y sobreseguro, circunstancias que aunque repudiables las emplean la subversión (sic) para sus objetivos delincuenciales...  Así las cosas, no es difícil deducir que en la eventualidad que se ventila, ha sido el Estado como ente soberano y titular legítimo de la juridicidad a quien se ha vituperado a través del cobarde atentado... al hacer presencia el Estado mediante sus agentes... está propendiendo por la vida, honra y bienes de la comunidad.  Por consiguiente mal podría aceptarse que el propio Estado, tal como lo propone la demanda, responda administrativamente por conductas antijurídicas y culpables de terceros...”. 


Solicitó, en consecuencia, que se negaran las pretensiones de la demanda (folios 168 a 170 del cuaderno principal).

II. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA


Mediante sentencia del 4 de marzo de 1997, el Tribunal Administrativo del Meta resolvió negar las pretensiones de la parte demandante (folios 174 a 189 del cuaderno principal).


Consideró probadas las relaciones de parentesco alegadas en la demanda, así como el hecho de que Luis Alfonso Gutiérrez Pinilla murió el 17 de agosto de 1992, en El Calvario (Meta), siendo miembro activo de la Policía Nacional, a causa de las heridas recibidas por arma de fuego, en asalto perpetrado por miembros de las FARC.


Precisó que, en el caso concreto, no es aplicable la teoría del daño especial, dado que el daño fue causado por “una cuadrilla de subversivos”, lo que impide “trasladar... la responsabilidad al estado”.  El proceso debe resolverse con apoyo en la teoría de la falla del servicio probada, y agregó:

“Ante la descomunal ventaja que tenían los miembros de las FARC, rápidamente los 14 agentes de policía fueron sometidos, circunstancia que fue aprovechada por los desadaptados sociales para hurtar no solo las armas de dotación oficial de los agentes, sino también las prendas de uso privativo...

...No puede aducirse que la falla... se debió a la conducta omisiva del estado,  pues está probado que el personal de agentes de la policía ubicados en la población del Calvario, eran profesionales (sic), es decir, habían (sic) recibido el entrenamiento indispensable para el ejercicio de sus funciones.

De otra parte meses antes del ataque aleve habían recibido comunicación telegráfica de sus comandantes en donde se daba la orden de tomar las mayores medidas de seguridad ante la ofensiva guerrillera que se iniciaba en razón de la época preelectoral que vivía el país.

(...)

En cuanto al armamento que poseían los agentes el día del asalto está detallado a folio 138 y del mismo se infiere que cada uno... poseía su arma de dotación  oficial con gran cantidad de cartuchos para las mismas...

(...)

No hay... prueba de donde se deduzca que el armamento... fuere desueto, o estuviera en malas condiciones, pues lo elemental y racional hubiese sido que el comandante informara al respecto a sus superiores en Villavicencio, hecho este que no sucedió.

Y corrobora el buen estado del armamento que se utilizó en el combate que gran cantidad de él fue hurtado por los subversivos, junto con prendas de uso privativo de la Policía Nacional...

Los testimonios de algunos agentes... hacen entrever para defender su comportamiento, que la deficiencia estuvo en el mal estado del armamento que poseían, versiones que no tienen la suficiente fuerza de convicción puesto que varios de ellos ante la sorpresa del ataque y el número de subversivos que lo realizaban, resolvieron guarecerse en las casas de algunos ciudadanos, e inclusive cambiar prendas policiales por las de civiles, para evitar ser asesinados, situación muy humana desde el punto de vista que quiera observarse...”.

Concluyó que no puede imputarse responsabilidad al Estado, puesto que éste no incumplió sus obligaciones, y el daño cuya reparación se solicita fue causado por terceras personas.

III. RECURSO DE APELACION


Apeló la parte actora la decisión de primera instancia, solicitando su revocatoria (folios 191 a 194 del cuaderno principal).  Presentó los siguientes argumentos:


1. El Tribunal concluyó que las armas de los policías estaban en buen estado, que ellos tuvieron un comportamiento humanamente excusable al refugiarse en casas vecinas, rehuyendo el combate, y que sus afirmaciones “son más una excusa por lo que no se les debe creer que el armamento resultó altamente deficiente”.  Para ello, se fundó el a quo en que la demandada no confesó la inutilidad del armamento y en que uno de los agentes, José Coronado Gutiérrez, se refugió en una casa vecina cuando se inició el ataque, por lo cual no le fue hurtada su carabina.  Olvidó el fallador que todos los demás agentes hicieron frente al ataque y lo repelieron; no hubo un comportamiento huidizo o cobarde, que permita considerar que sus afirmaciones no tienen credibilidad.

2. La Policía Nacional, entidad que investigó lo ocurrido, jamás consideró que sus agentes hubieran actuado cobardemente.  Por el contrario, concluyó que se comportaron de manera heroica.  Además, “la prueba material (declaraciones) en coro grita que el armamento no sirvió, que no soportó la exigencia a que fue sometido por los policiales...”.

3. Lo planteado por el Tribunal, en el sentido de que el comandante debió advertir previamente sobre las malas condiciones del armamento, “no es una carga que debe pesar en (sic) el agente LUIS ALFONSO GUTIÉRREZ PINILLA; por el contrario, si era deber del comandante... prever esta circunstancia, falló la institución en la prestación de este servicio.  La institución está en el deber de conocer cuál es su armamento y con cuál dota a su personal”.

4. Cuando la Policía dota a su personal de determinado armamento, los agentes confían en él, para defender su integridad y su vida; cuando éstos reciben sus armas y no las han sometido a una exigencia similar a un ataque subversivo, depositan en ellas su confianza, sin llegar a pensar que sus superiores deseen su muerte, y por ello las usan para enfrentarse.

5. No está demostrado que la entidad demandada hubiera revisado el material de guerra y lo hubiera encontrado apto para repeler un ataque subversivo. El Estado abandonó a los agentes a su suerte, puesto que sabía que se produciría un ataque subversivo, y no se preocupó por conocer el estado de su armamento.  Lo más humano que puede hacer la institución, cuando el armamento no está en buenas condiciones, es dotar al personal de uno mejor o que sirva, o trasladar a dicho personal provisionalmente, para no someterlo al sacrificio, mientras se supera la dificultad.


El recurso fue concedido mediante auto del 9 de abril de 1997, y admitido el 7 de julio siguiente.  Corrido el traslado a las partes para alegar, y al representante del Ministerio Público para rendir concepto, aquéllas y éste guardaron silencio (folios 195, 199, 201 y 203 del cuaderno principal).

IV. CONSIDERACIONES:


Obran en el proceso las siguientes pruebas:


1. Certificado de registro civil de defunción de Luis Alfonso Gutiérrez Pinilla, donde consta que su muerte ocurrió el 17 de agosto de 1992, en el municipio de El Calvario (Meta).


2. Acta del levantamiento del cadáver de Luis Alfonso Gutiérrez Pinilla, realizado el 17 de agosto de 1992, a las 14:00 horas, donde consta que fue encontrado en el patio de la casa del señor Humberto Garavito, situado a la entrada del Municipio de El Calvario (Meta), y que vestía uniforme de la Policía.  Allí se indica que la muerte ocurrió de manera violenta, por heridas causadas con arma de fuego, que se describen brevemente (folio 23 del cuaderno principal). 


3. Hoja de servicios del agente Luis Alfonso Gutiérrez Pinilla, expedida por el Director de Personal de la Policía Nacional, donde costa que ingresó a la institución el 7 de enero de 1975, y fue retirado el 17 de agosto de 1992, por “MUERTE EN SERVICIO ACTIVO” (folio 2 del cuaderno principal).

Con fundamento en lo anterior, se encuentra demostrado el daño del cual se derivan, según lo expresado en la demanda, los perjuicios reclamados.


4. Informe sobre el asalto a la Subestación de Policía de El Calvario, rendido por el Comandante del Primer Distrito del Departamento de Policía del Meta, al Comandante de dicho departamento, donde se expresa lo siguiente (folios 4 y 5 del cuaderno principal):

“...el día 170892, siendo aproximadamente las 05:00 horas fue objeto de un ataque por parte del XXXI Frente de las FARC que opera en esta región la subestación de policía El Calvario y la misma población con los siguientes resultados:

· ...perdieron la vida los siguientes CS. TORRES ACERO ELMAN..., AGS. DIAZ VIDAL ALVARO, DIAZ ORTIZ JAIME, FRIAS MONTERO ARMANDO, GUTIERREZ PINILLA LUIS ALFONSO y CASTILLO MORALES EDILBERTO; igualmente los AGS. HERRERA MARTÍNEZ RAMIRO ALBERTO, GOMEZ DE LA CRUZ FELIPE y MARULANDA LEON FREDDY ANTONIO, sufrieron heridas de consideración que dieron lugar a su traslado inmediato al Hospital Central de la Institución...

· ...las instalaciones del cuartel de la citada unidad quedaron totalmente destruidas a consecuencia de los explosivos allí lanzados cuya onda explosiva destruyó una vivienda adyacente al cuartel produciéndose la muerte de dos personas particulares que allí residían, asimismo, la pérdida total de los elementos de intendencia a cargo del personal y la dotación de la subestación.

· ...fueron hurtadas catorce (14) carabinas M-1, gran cantidad de munición para las mismas, proveedores..., dos (2) revólveres marca SMITH WESSON, calibre 38 largo de dotación de la subestación con su respectiva munición.

(...)

· Una vez en el lugar de los hechos el suscrito al realizar las averiguaciones sobre el particular pudo establecer que evidentemente el asalto lo había perpetrado una cantidad aproximadamente (sic) de 80 a 100 hombres del antes referido frente, quienes portaban armamento de alto poder, fusil G-3, R-15 y..., granadas de fragmentación y dinamita instalada en puntos estratégicos y cuya acción se debía en retaliación a un operativo que el Ejército Nacional realizó en inmediaciones de la localidad de San Francisco...

De acuerdo a las versiones obtenidas por la población civil de allí, en especial de las autoridades civiles, los agentes desde el momento en que se inició el hecho hicieron frente hasta el último instante al enemigo, pero debido al grupo numérico y al potencial del armamento que los sediciosos portaba, les fue imposible contrarrestar la acción, siendo doblegados con los resultados antes conocidos toda vez que su armamento de dotación no estaba en capacidad de resistir ya que algunos de los agentes manifiestan que sus armas en desarrollo del combate se trabaron y otras se les desarmaron y que dadas las circunstancias del momento les fue imposible repararlas y contrarrestar la acción de los subversivos..., resistiendo hasta las 10:00 horas en forma valerosa.

...las instalaciones donde funcionaba la Caja Agraria fue (sic) totalmente saqueada y destruida (sic)...

Del mismo modo, destruyeron la casa donde habitaba el suboficial y dos casas más donde estaban residenciados otros agentes casados los cuales tenían allí a su familia, habiendo resultado heridos dos menores hijos del extinto agente GUTIÉRREZ PINILLA LUIS ALFONSO...

Cabe anotar que el comportamiento del personal uniformado de la institución en desarrollo del combate fue valerosa y aguerrida (sic) de acuerdo a las informaciones obtenidas por parte de la población civil y sus autoridades de la localidad...

Por último, en el cruento ataque resultaron ilesos los agentes POLANÍA BERMEO HERNÁN, PARRADO MARTÍNEZ EDGAR, REYES MIGUEL ANTONIO, BOHÓRQUEZ MENDOZA MANUEL FRANCISCO y GUTIÉRREZ TORRES JOSÉ CORONADO, quienes actualmente se encuentran en la base del Departamento...”. (Se subraya).

5. Oficio del jefe de Unidades Rurales del Departamento de Policía del Meta, de fecha 16 de agosto de 1994, por el cual se informa al Tribunal que el 17 de agosto de 1992, fue evacuado de manera inmediata el resto del personal que laboraba en la Subestación de El Calvario, y que hasta la fecha del oficio, no se había “reactivado nuevamente”, por no contarse con instalaciones “propias ni adecuadas” (folio 131 del cuaderno principal).

Se remiten con este oficio varios poligramas producidos por el Comando Operativo, sobre la adopción de medidas de seguridad, antes del asalto a la Subestación de El Calvario.  Varios de ellos son previos a la realización de los comicios de marzo de 1992; entre los demás, de fechas muy cercanas al mes de agosto, resultan relevantes los siguientes, todos expedidos desde la ciudad de Villavicencio (folios 26, 132 a 134 del cuaderno principal):

· Poligrama de fecha 8 de junio de 1992, expedido por el Comandante del Departamento de Policía del meta y Llanos Orientales, dirigido  a los Distritos 1 a 9, en el cual se expresa:

“...OBJETIVOS NO CUMPLIDOS POR BANDOLEROS SECUESTROS PERSONALIDADES COMA ASALTO UNIDADES POLICIALES ESPECIAL ATENCIÓN UNIDADES AISLADAS DEBEN MANTENER ENLACE PERMANENTE APOYO MUTUO EJERCOL COMA SITUACIÓN CRITICA APOYOS AEREOS POR LIMITACIÓN COMBUSTIBLE PUNTO MEDIANTE CAMPAÑAS ACCIÓN SICOLÓGICA LOGRAR POBLACIÓN CIVIL RECHACE ACCIÓN VIOLENTOS PUNTO ALERTEN TROPAS BAJO SU MANDO PUNTO...”. (Se subraya).

- Poligrama del 13 de julio de 1992, expedido por el Comandante del Departamento de Policía del Meta, dirigido a “SUDIR PONAL”, donde se expresa:

“COMEDIDAMENTE PERMÍTOME SOLICITAR AUTORIZACIÓN DESPLAZAMIENTO HELICÓPTERO FIN PASAR REVISTA COMO EFECTUAR RELEVOS PERSONAL Y CAMBIO ARMAMENTO SIGUIENTES UNIDADES POLICIALES SAN PEDRO DE JAGUA COMA SAN JUANITO COMA EL CALVARIO COMA EL CASTILLO Y MESETAS COMA QUE POR SU UBICACIÓN Y ALTERACIÓN ORDEN PÚBLICO REPRESENTA EMINENTE PELIGRO INTEGRIDAD PERSONAL MIEMBROS INSTITUCIÓN SE DESPLACEN MISMAS VIA TERRESTRE PUNTO...”. (Se subraya).


- Poligrama del 30 de julio de 1992, dirigido a los Comandantes de los Distritos, las Estaciones y las Subestaciones de la Jurisdicción, por el Comandante del Departamento de Policía del Meta, donde se lee:

“...EL COMANDO OPERATIVO ORDENA COMANDANTES DISTRITO IMPARTIR INSTRUCCIÓN PERSONAL SUBALTERNO Y ALERTAR DIFERENTES UNIDADES SOBRE ADOPCIÓN MEDIDAS SEGURIDAD FIN CONTRARRESTAR POSIBLES ACTOS TERRORISTAS DE PARTE SUBVERSIÓN...”. (Se subraya).


- Poligrama expedido desde Villavicencio, el 14 de agosto de 1992, por el Comandante del Departamento de Policía del Meta, dirigido a “SUDIR – DIROP – DIRAN SANTAFE DE BOGOTA D.C.”, donde se expresa:

“PERMÍTOME SOLICITAR ESA DIRECCIÓN PRÉSTAMO HELICÓPTERO ESTE FIN DE SEMANA Y REVISTAR SIGUIENTES UNIDADES SAN PEDRO DE JAGUA X SAN PEDRO DE GUAJARAY X EL CALVARIO X SANJUANITO X EL CASTILLO Y MESETAS PUNTO ZONAS DONDE EL UNICO MEDIO DE TRANSPORTE ES AÉREO DADA LA PRESENCIA DE ELEMENTOS SUBVERSIVOS PUNTO...”. (Se subraya).


6. Oficio del 11 de agosto de 1994, por el cual el Jefe de la Unidad de Recursos Humanos del Departamento de Policía del Meta informa que las Subestaciones de El Calvario y San Juanito fueron levantadas el 18 de agosto de 1992, “por destrucción de las instalaciones y por medidas de seguridad debido a informaciones la (sic) guerrilla estaba agrupada en ese sector, siendo objetivo No. 1” (folio 137 del cuaderno principal).


7. Oficio del 12 de agosto de 1994, por el cual el Almacenista de Armamento del Departamento de Policía del Meta informa que el 17 de agosto de 1992, la Subestación de Policía de El Calvario se encontraba dotada con el siguiente material de guerra (folio 138 del cuaderno principal):


“a) 15 carabinas americanas M-1 calibre punto 30


b) 2 revólveres Smith & Wesson calibre 38 largo


c) 5 granadas de fragmentación IM-2


d) 5.000 cartuchos calibre punto 30


e) 100 cartuchos calibre 38 largo”


En el mismo oficio se indica que dicho armamento “se hallaba apto para el servicio y su estado de funcionamiento era bueno” y se agrega que “prueva (sic) de ello está en que durante la toma subversiva se utilizaron aproximadamente cuatro mil novecientos veintiocho (4.928) cartuchos calibre punto 30, ochenta (80) cartuchos calibre 38 largo, y cuatro (4) granadas de fragmentación”.


8. Copia auténtica del informativo de carácter administrativo, adelantado por el Departamento de Policía del Meta y los Llanos orientales, por la pérdida del material de guerra e intendencia a cargo de la Subestación de El Calvario y del personal a ella asignado, dentro del cual obran algunas de las pruebas aportadas con la demanda, y otras que serán valoradas sin necesidad de ratificación, teniendo en cuenta lo expresado por esta Sala en otras ocasiones.  En efecto, por una parte, fueron practicadas por la propia entidad demandada, contra la cual se pretende hacerlas valer en este proceso, y no fueron objeto de tacha alguna; por el contrario, sirvieron de base para la adopción de las decisiones que pusieron término al citado trámite administrativo.  Por otra, su aportación al proceso fue realizada a petición de ambas partes, dado que la remisión de las respectivas copias fue solicitada por la parte demandante, y la entidad demandada pidió expresamente, al contestar el libelo, que se decretaran y tuvieran como pruebas, entre otras, las solicitadas por el apoderado de la parte actora.


De las pruebas mencionadas, resultan relevantes las siguientes:


a.  Inventario realizado el 25 de marzo de 1992, por el Comandante de la Subestación de El Calvario (Meta), Cabo Segundo Elman Emir Torres Acero, “con el fin de dar a conocer a los comandantes superiores el material de guerra, intendencia y de comunicaciones existente”. (Folios 73 y 74 del cuaderno 2).


Consta en dicho inventario que cada uno de los miembros de la subestación –el comandante y doce agentes, entre éstos Luis Gutiérrez Pinilla– tenía asignada, como material de guerra, una carabina, con cinco proveedores, y 300 ó 400 cartuchos.  Como armamento de reserva, existían una carabina M-1 americana, dos revólveres Smith Wesson 38 largo, con munición, cinco proveedores para carabina M-1 y 4 granadas de fragmentación.  No se dejó constancia del estado de este material.


También se menciona el material de comunicaciones, constituido por un radio y un micrófono, ambos en “regular estado”, una antena en “buen estado”, tres baterías en “mal estado” y una batería en “buen estado”.


b. Informe rendido el 24 de agosto de 1992, por el jefe de armamento del Comando de Policía del Meta, sobre el valor del material de guerra perdido en la Subestación de Policía de El Calvario (Meta), como consecuencia de la incursión guerrillera del 17 de agosto anterior (folios 84 y 85 del cuaderno 2).  Allí se menciona el siguiente material:

“Carabinas Americana calibre punto 30

14

Revólveres Smith Wesson calibre 38 largo
  2

Granadas de fragmentación IM-2


  4

cartuchos calibre punto 30


        4.928

cartuchos calibre 38 largo



 80

Proveedores x 15 cartuchos para M-1

 70”.


c. Informe rendido por el agente Fabio Antonio Ospina López, adscrito a la Subestación de El Calvario (Meta), donde consta que, el 17 de agosto de 1992, cuando se produjo la toma guerrillera, se encontraba de vacaciones, y que le fueron hurtados varios elementos de dotación, entre ellos una carabina, 5 proveedores, 2 porta proveedores y 400 cartuchos para carabina M-1 (folio 54 del cuaderno 2).


d. Informes rendidos por los agentes Manuel Francisco Bohórquez Mendoza y José Coronado Gutiérrez Torres, donde consta que el 17 de agosto de 1992, laboraban en la Subestación de El Calvario, y que como consecuencia de la toma guerrillera, perdieron, el primero, una carabina, con 5 proveedores, un porta proveedor y 400 cartuchos “incluida la munición disparada o gastada durante el combate”, y el segundo, 28 cartuchos calibre punto 30 para carabina M-1 (folios 80 y 83 del cuaderno 2).


e. Testimonio rendido por la señora Rosa Irene Beltrán Bejarano, residente en El Calvario (folios 92 y 93 del cuaderno 2), quien hizo un relato del ataque de la guerrilla y expresó que éste se inició “por los lados del Cuartel de Policía” y que los guerrilleros “tenían diferentes armas” y “eran más o menos... 200 hombres entre hombres y mujeres”. Manifestó que les ordenaron reunirse en el colegio, donde les dijeron que eran de la Coordinadora Guerrillera. Precisó que el ataque comenzó aproximadamente a las 5:00 a.m. y terminó a las 10:00 a.m.  Interrogada sobre si los agentes de policía lo repelieron, dijo: “Sí ellos combatieron y por eso fue que los mataron y se llevaron cuatro policía (sic) como rehenes, pero los devolvieron por la tarde”.  Sobre los resultados de la toma, dijo:

“Dos viejitos... fueron muertos porque les cayó una pared encima..., también resultaron heridos dos niños... destruyeron la casa donde yo vía (sic), la casa donde vía (sic) el cabo, la casa donde vivían los viejitos, el cuartel de policía y la Caja Agraria y varias casas resultaron averiadas también”.


Un relato similar fue hecho por el señor Efrén Ubaque Ramos, también residente en El Calvario (folios 94 y 95 del cuaderno 2).


f. Testimonio del señor Jesús Antonio Velásquez (folios 96 y 97 del cuaderno 2), quien expresó que, el 17 de agosto de 1992, aproximadamente a las 5:00 a.m., “se escucharon unos explosivos” y que oyeron que los guerrilleros les gritaban a los policías que si no se entregaban, dinamitaban la casa, pero éstos no se entregaron, sino que siguieron combatiendo: sin embargo, resultaron vencidos “porque los guerrilleros tenían mejores armas...”.  Interrogado sobre cuántos guerrilleros eran, dijo que “más de 200” y que todo el pueblo estaba lleno de guerrilleros, que vestían como policías y tenían diferentes armas muy buenas, “porque sonaban muy duro y no fallaban un tiro”.  Precisó que, en su casa, vecina de la Subestación, se encontraban cuatro agentes, que habían arrendado allí unas piezas, para sus familias, y que éstos fueron quienes “primero se enfrentaron a la guerrilla valerosamente”.  Indicó que el ataque comenzó cuando todavía estaba oscuro, y terminó aproximadamente a las 10:30 a.m.


g. Testimonio del señor Feyer Hernando Vargas Jara, Alcalde de El Calvario, en la fecha de los hechos (folios 98 y 99 del cuaderno 2), quien hizo el siguiente relato:

“Salimos como a las ocho de la  mañana del día 17 los cursantes, evacuando cada uno sus viviendas y nos reunimos en el Colegio casi toda la comunidad, se escuchaban disparos bombas por toda la población como a las diez y media de la mañana regresamos al centro del caserío encontrando dos viviendas incendiadas cinco o cuatro agentes muertos, eran cinco entre ellos el Comandante, y cuatro heridos más... Seguidamente se efectuó la dinamitada (sic) y destrucción total de la Caja Agraria, en ese momento los subversivos desalojaron la población”.

Precisó, además, que el ataque comenzó a las 5:00 a.m., y que estaba totalmente oscuro, que eran más o menos 200 guerrilleros y que portaban “fusiles, granadas, dinamita, armas cortas, pistolas, revólveres...”.  Sobre la reacción de la Policía, dijo: “La gente dice que ellos se defendieron valerosamente”.  Y respecto de los daños, expresó: “Fallecieron dos personas que vivían enseguida del puesto de Policía, destrucción de dos casas totalmente incendiadas, destrucción de la Caja Agraria y donde vivían los Policía (sic) también dieron balas (sic)”.


h. Testimonio del sacerdote Jesús Octavio Riveros (folios 100 y 101 del cuaderno 2), quien manifestó:

“Hacia las cinco de la mañana del día de ayer, escuché tiros por todos lados..., escuchaba gritos de la gente que los estaban sacando hacia el colegio, las detonaciones de las armas mortíferas hacían sacudir todo el pavimento urbano, en ese momento seguramente estaban destruyendo el puesto de policía, cuatro casas más habitadas por la policía y destruyendo la caja agraria, a las ocho y media de la mañana llegaron a llamarme diciéndome que saliera, que había muertos y heridos en e pueblo... corrí y saqué los sacramentos, para auxiliar a los agentes tendidos en las calles...”.

Dijo que los guerrilleros “eran unos (sic) 100 entre hombres y mujeres..., vestían de verde como los uniformes que usa la Policía, tenían diferentes armas estaban armados hasta los dientes Galiles, G-3 y Rockte (sic), granadas, es decir, diferentes armas”.  Sobre si hubo enfrentamiento entre guerrilleros y policías, y, luego, sobre el sitio en que fueron asesinados éstos últimos, indicó:

“Sí hubo y este demoró aproximadamente de las cinco de la mañana hasta las ocho de la mañana y los cogieron de insofacto (sic) donde estaban ubicados, hubo enfrentamiento luego ellos ivan (sic) avanzando y los remataron a puro galil... El cabo cayó dentro de la casa donde vía (sic) saltó a tejado, allí lo remataron, luego lo remataron en el patio de una casa, los otros tres aquí en la calle del centro, eso fue impresionante”.


i. Testimonio del señor José Antonio Pérez González, quien se desempeñaba como Juez Municipal de El Calvario, el día de los hechos (folios 102 a 106 del cuaderno 2).  Expresó lo siguiente:

“Yo llegué al Calvario como Juez encargado el tres de junio del presente año, desde ese entonces escuché una presunta toma, comentario general de la gente, de una presunta toma del pueblo por parte de la guerrilla inclusive ya pasando el tiempo y familiarisandome (sic) con la gente del pueblo, observé en el restaurante de doña IRENE, uno de esos domingos, gente distinta y extraña del pueblo.  Pasó el tiempo y cuando fue el señor Gobernador y el mayor... ESQUIVEL, delegado del Ejército a consecuencia de los derrumbes, se le informó de una presunta toma del temor que existía entre los funcionarios del estado y los catorce miembros de la policía de una toma guerrillera, además se les mostró y yo fui uno de ellos, que al frente del pueblo, en la otra colina denominado (sic) San Francisco, estaban ubicados los comandos guerrilleros y de allí se proveen de víveres.  El día de los hechos lunes diecisiete de los corrientes.  El día anterior había gente ingiriendo licor más o menos hasta las cuatro de la tarde, inclusive hubo peleas en un café, pero como cosa rara, de la (sic) cinco de la tarde no había un parroquiano.  Las tiendas y piquiaderos (sic) estaban desocupados, se alcansaba (sic) apreciar (sic) en la atmósfera que iba ocurrir (sic) algo.  El día siguiente a las cinco de la mañana... escuché los primeros cuatro tiros de fusil por el lado de la Caja Agraria... Pasado tiempo... la (sic) cinco y cuarto, la explosión con fuerte ruido... La secuencia posterior del ataque guerrillero es una constante, se oía un ruido del fusil G-3, un traqueteo de una M-60, seco el metrallazo, dos o tres ruidos de tipo rockts (sic), lo cual era contestado por los tiros característicos de carabina M-1 de los Policías.  De tiempo atrás, el cabo TORRES, que en paz descance (sic), estaba practicando la estrategia de evacuación del puesto a las 19:00 horas, por tal razón los agentes estaban repartidos en tres patrullas, una al mando del agente GUTIÉRREZ por ser el más antiguo, otra al mando del agente REYES y, la primera, ubicada en ese momento en la casa de habitación de GUTIÉRREZ, lugar donde hicieron su defensa y donde según comentarios de los mismos vecinos, la guerrilla en número muy superior en una proporción de ocho a uno y mejor equipado de armamento colocaron en la puerta de entrada al segundo piso donde ellos estaban, colocaron una carga explosiva, volando la puerta, siendo metálica y gruesa... y aun en los colchones donde el agente GUTIERREZ escondió sus hijos se observó balas de galil y G-3, siendo una de esas balas en revote (sic) que hirió a los hijos del agente GUTIÉRREZ.  En el levantamiento que hice de los cadáveres... puedo conceptuar, que los agentes se defendieron en una forma tenaz, quedando heridos en el combate y siendo rematados por el famoso tiro de gracia, una apreciación mía... Siguiéndonos (sic9 de la patrulla de REYES, según la versión escuchada a don BENIGNO PEÑA, duelo (sic) de la casa donde se encontraban haciendo resistencia, esa patrulla sostuvo el ataque por un tiempo aproximado de dos horas por escaces (sic) de munición y la inafeciencia (sic) de las armas M-1, inclusive la carabina del agente POLICARPO estaba amarrada con esparadrapo, fueron tomados por la guerrilla y prisioneros y conducidos a las afueras del pueblo, creo que estos agentes le deben la vida porque el comandante no era sanguinario cosa que no encontró (sic) los otros agentes de la patrulla GUTIÉRREZ, quienes heridos y sin armas fueron ajusticiados.  En cuanto a la patrulla del cabo TORRES ACERO ELMAN, se ubicó en la casa de habitación y sostuvo con el agente CASTILLO Q.E.P.D. y los agentes GÓMEZ, MARULANDA y HERRERA una batalla en defensa de sus vidas y en honores de la patria e institucionales, desde las cinco de la mañana y hasta las nueve y media de la mañana. Los hechos heroicos de estos agentes no se pueden relatar  pero sí puedo sostener... que todos estos muchachos son unos héroes, sé que estos agentes causaron bajas a la guerrilla, se defendieron con solo coraje institucional, con armamento inservible frente a una superioridad numérica... Dentro de los hechos de la patrulla del cabo segundo, puedo informar que la única manera que sacaron al cabo del fortín, fue con una granada incendiara (sic) que abrazaron (sic) los techos y piso de madera de la casa, el cabo salió después de resistir dentro de la casa en llamas y al salir fue eliminado por la guerrilla, según las versiones de testigos que me relataron, él salió disparando y buscando protección al lado opuesto de la calle, no lográndolo y quedando muerto en la mitad de la vía, los demás agentes heridos, el caso de MARULANDA, él salió arrastrándose a la vía sin armas y otros dos agentes no sé quiénes, se botaron por atrás y fueron recibidos por el fuego del enemigo...”. (Se subraya).

Indicó, además, que, el grupo guerrillero estaba conformado por más de 150 personas, y que éstas se fueron del pueblo más o menos a la 1:00 p.m., luego de haber saqueado las tiendas de los comerciantes particulares.  Precisó que estaban vestidas con uniformes de policías y botas pantaneras, y en su mayoría, portaban armamento “compuesto de fusil galil y G-3”; agregó que vio una M-60, “granadas de fusil” y que escuchó “los rockts (sic) funcionando”.  Indicó que, como a las 7:30 a.m., salió de su casa y buscó al Alcalde, quien estaba reuniendo a la gente fuera del área de combate, en el Colegio; luego revisó los daños, junto con el alcalde y, por la tarde, practicó los levantamientos de los cadáveres.


j. Concepto rendido por el Teniente Coronel Gonzalo Córdoba, designado como oficial fiscal especial dentro de la investigación (folios 141 a 146 del cuaderno 2), en el que se solicita al Coronel Comandante del Departamento de Policía del Meta, exonerar de toda responsabilidad administrativa a los agentes Bohórquez Mendoza, Gómez de la Cruz, Gutiérrez Torres, Herrera Martínez, Ospina López, Marulanda León, Parrado Martínez, Polanía Bermeo y Reyes, por la pérdida del material de guerra y de intendencia perdido el 17 de agosto de 1992, “por haberse establecido... que existieron causales eximentes de responsabilidad...” (fuerza mayor), así como cesar todo procedimiento contra los extintos CS Elman Torres Acero y cinco agentes, dentro de los cuales se encuentra Luis Alfonso Gutiérrez Pinilla, “quienes fueron muertos en desarrollo de los hechos motivo de investigación, luego de lo cual fueron despojados de sus elementos de dotación oficial...”.


k. Decisión del 9 de marzo de 1993, adoptada por el Coronel Eduardo Cuéllar Cuéllar, Comandante del Departamento de Policía del Meta, en la cual se resolvió acoger totalmente el concepto citado en el literal anterior (folios 147 a 152 del cuaderno 2).


l. Decisión del 28 de mayo de 1993, por la cual el Director Operativo de la Policía Nacional, General Fabio Campos Silva, confirmó la mencionada en el literal anterior, al revisarla, en grado de consulta (folios 157 a 163 del cuaderno 2).

No se tendrán en cuenta, en este proceso, las declaraciones rendidas por los agentes sobrevivientes de la Subestación de El Calvario, en diligencias de descargos –algunas de las cuales fueron aportadas con la demanda y otras obran en el informativo administrativo citado (folios 44 a 57 del cuaderno principal, y 51 a 53, 56 a 60, 86 a 91, 111 a 116, 118 y 119 del cuaderno 2)–, teniendo en cuenta que no podrían valorarse, en ningún caso, como pruebas testimoniales.  En efecto, si bien se trata de declaraciones rendidas por terceros, que no se identifican con la entidad estatal que tiene la calidad de parte dentro del proceso contencioso administrativo, no cumplen los requisitos del testimonio, porque no se rindieron bajo juramento.  Es claro que si se pretendía hacer valer las declaraciones de dichos agentes dentro de este proceso, debió solicitarse la recepción de sus testimonios.


9. Concepto rendido por el funcionario investigador, dentro del informativo prestacional adelantado por la muerte de los miembros de la Policía nacional adscritos a la Subestación de El Calvario, ocurrida el 17 de agosto de 1992, en el cual se concluyó que la muerte del cabo segundo Elman Emir Torres Acero y la de todos los agentes bajo su mando, entre los cuales se encuentra el Luis Alfonso Gutiérrez Pinilla, ocurrió cuando se enfrentaba, con personal bajo su mando, a la columna Jaime Pardo Leal del 31 frente de las FARC, en las circunstancias establecidas en los artículos 165 del Decreto 1212 de 1990 y 123 del Decreto 1213 del mismo año, esto es, “en actos meritorios del servicio, en combate o como consecuencia de la acción del enemigo”.

Hechas las investigaciones respectivas, se concluye, en este concepto, que “era de conocimiento de los mandos superiores, que la región en mención y jurisdicción de la subestación de policía de El Calvario, se hallaba infestada de elementos simpatizantes activos de la guerrilla y más concretamente de las autodenominadas FARC”, y que “debido a la superioridad numérica de bandoleros y capacidad del material de guerra, después de un largo tiempo de combate, los efectivos fueron reducidos a la impotencia”, y perdieron la vida el comandante de la subestación y cinco agentes, y resultaron heridos de gravedad tres agentes más (folios 59 a 62 del cuaderno principal).


10. Decisión del 10 de septiembre de 1992, adoptada por el Coronel Eduardo Cuéllar Cuéllar, Comandante del Departamento de Policía del Meta –dentro del mismo informativo prestacional–,  por la cual se resolvió que la muerte del cabo segundo Elman Emir Torres Acero ocurrió “conforme a lo establecido en el Decreto 1212/90, artículo 165”, y la de cinco de los agentes adscritos a la subestación El Calvario, entre ellos Luis Alfonso Gutiérrez Pinilla, “en circunstancias preceptuadas en el artículo 123 del Decreto 1213/90 “EN ACTOS MERITORIOS DEL SERVICIO, EN COMBATE Y ACCIÓN DIRECTA DEL ENEMIGO”. (Folios 63 a 65 del cuaderno principal).


En la parte motiva de esta decisión, se concluye:

“...es evidente y a la luz de la verdad, que ante el ataque aleve de los subversivos, el personal acantonado en la Subestación de Policía El Calvario (Meta), reaccionó y ofreció combate con los recursos existentes en la unidad, siendo superados por el enemigo en número y material de guerra... que pese a las comunicaciones precarias habían recibido poligramas y oficios por lo tanto el personal estaba preparado para esta eventualidad llegando al sacrificio por cumplir con su misión...”. (Se subraya).

Con fundamento en las pruebas citadas, encuentra la Sala demostrado que la muerte de Luis Alonso Gutiérrez Pinilla se produjo el 17 de agosto de 1992, cuando se desempeñaba como agente de la Policía Nacional, adscrito a la Subestación de El Calvario, Departamento del Meta, y como consecuencia del ataque realizado por miembros del grupo guerrillero Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia FARC, a dicha población.  Se considera irrelevante la imprecisión cometida en la presentación de uno de los hechos de la demanda, al hacerse referencia al Municipio de El Castillo (Meta), y no a El Calvario; del mismo libelo se deduce que se trata de un simple error, dadas la mención que claramente se hace, luego, a éste último lugar, y la referencia expresa a que el comandante de la subestación en cuestión era el Cabo Segundo Elman Emir Torres, quien estaba adscrito a la última subestación mencionada.

Está probado, entonces, que la muerte del agente Gutiérrez Pinilla fue causada por un tercero, lo que, en principio, permitiría concluir que no existe nexo de causalidad entre una acción u omisión de la Nación y el daño causado.  No obstante, debe establecerse si se presentó, en este caso, una falla en la prestación del servicio a cargo de la entidad demandada, que permita considerar que el hecho del tercero no le es ajeno, de modo que pudiera serle imputable a aquélla la muerte del agente citado.

Manifiesta, al respecto, la parte demandante, que las autoridades de policía tuvieron conocimiento, con anterioridad al ataque de la subversión, de que en la región había presencia de las FARC y de la inminencia de un ataque por parte de este grupo contra el personal uniformado; sin embargo, no se reforzó el pie de fuerza, ni se reemplazó el armamento –“desusado, desgastado, inservible e inoperante”–, por uno más eficiente, ni se tomó medida alguna para proteger a los miembros de la institución; simplemente se recomendó la evacuación de la subestación durante la noche, lo que, de ninguna manera, contribuía a reducir el riesgo a que estaban sometidos.  Concluye, entonces, que el Estado expuso a sus agentes a un riesgo excepcional, previsible, abandonándolos a su propia suerte y sometiéndolos al sacrificio, en aras del deber.

Observa la Sala que obran en el proceso algunas pruebas con fundamento en las cuales puede concluirse que le asiste razón a la parte actora.  En efecto, si bien, como se explicó anteriormente, no pueden ser tenidas en cuenta en este proceso las declaraciones rendidas por los miembros de la Policía Nacional que sobrevivieron a la toma de El Calvario, existen testimonios, informes y documentos que permiten establecer que las armas con que contaban el cabo segundo y los agentes adscritos a la Subestación de dicha población no se encontraban en buen estado.

Está demostrado que el arma de dotación con la que contaba cada uno de ellos era una carabina M-1, calibre punto 30, y con fundamento en el testimonio de oídas del Juez Municipal, señor José Antonio Pérez González, se tiene que la ineficiencia de dicha arma fue la causa de que uno de las tres patrullas en que estaba dividido el personal de la Policía, sólo pudiera hacer resistencia durante dos horas; inclusive, afirma el juez que la carabina de uno de los agentes estaba “amarrada con un esparadrapo”.  Así se lo refirió Benigno Peña, dueño de la casa donde se encontraba dicha patrulla.  Agrega el testigo que los agentes se defendieron con coraje, a pesar de contar con armamento inservible y de enfrentarse a un grupo muy superior numéricamente, dado que, según sus cálculos, los guerrilleros eran más de 150, y además, contaban con armas más sofisticadas, como fusiles galil y G-3, metralletas M-60, granadas y rockets. 

Esta información coincide, en términos generales, con la contenida en el informe rendido por el Comandante del Primer Distrito del Departamento de Policía del Meta, en relación con el asalto guerrillero.  Allí se expresa, en efecto, que éste fue perpetrado por un número aproximado de 80 ó 100 hombres, que portaban “armamento de alto poder”, como fusiles G-3, R-15, granadas de fragmentación y dinamita.  También se alude en este informe a que algunos agentes sobrevivientes expresaron al comandante que sus armas, en desarrollo del combate, se trabaron, y otras se desarmaron, por lo cual aquél concluyó que el armamento de dotación no estaba “en capacidad de resistir” el ataque de los subversivos, no obstante lo cual el personal de la subestación combatió “hasta las 10:00 a.m., en forma valerosa”.

Además, resulta especialmente relevante para la Sala el poligrama expedido por el Comandante del Departamento de Policía del Meta, el 13 de julio de 1992, por el cual se solicita autorización a la Subdirección de la Policía Nacional, para efectuar un desplazamiento en helicóptero, con el fin de pasar revista y efectuar relevos de personal y cambio de armamento, en cinco unidades policiales, una de ellas, precisamente, El Calvario, y se expresa que, por su ubicación y dada la alteración del orden público, representa peligro para la integridad personal de los miembros de la institución, el desplazamiento por vía terrestre.

Esta última situación es corroborada en el poligrama del 30 de julio de 1992, dirigido a los comandantes de distritos, estaciones y subestaciones, en el que el Comandante del Departamento de Policía del Meta ordenó impartir instrucción al personal subalterno sobre la adopción de medidas de seguridad, con el fin de contrarrestar posibles actos terroristas por parte de la subversión.

Y del mismo modo, en el poligrama del 14 de agosto siguiente, el mismo comandante solicita a la Subdirección y a la Dirección Operativa de la Policía el  préstamo de un helicóptero, para pasar revista a la unidad de El Calvario, y a las demás citadas en el poligrama del 13 de julio, aduciendo que se trata de zonas en las que, dada la presencia de elementos subversivos, el único medio de transporte seguro es el aéreo.

Es evidente, entonces, por una parte, que, con anterioridad a la fecha en que ocurrieron los hechos, los superiores del cabo segundo y de los agentes adscritos a la Subestación de Policía de El Calvario tenían conocimiento de que ésta última se encontraba en una zona que presentaba graves alteraciones del orden público, por la presencia del grupo guerrillero Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia FARC, y por otra, que existía una alta posibilidad de que se produjeran ataques “terroristas” y, por lo tanto, que era necesario reemplazar las armas asignadas al personal adscrito a dicha subestación.  Un indicio más de que un ataque de tal naturaleza era considerado inminente lo constituye la medida de evacuación nocturna de las instalaciones de la subestación, insuficiente sin duda, para garantizar las condiciones de resistencia de los miembros de la misma, y aparentemente inadecuada frente a las necesidades de protección de la población.

Con fundamento en lo anterior, se considera desvirtuada la afirmación contenida en el oficio del Almacenista de Armamento del Departamento de Policía del Meta, citado en el numeral 7 de estas consideraciones, en el sentido de que el armamento con que contaba la Subestación de El Calvario, el día de la toma guerrillera, se hallaba apto para el servicio y su estado de funcionamiento era bueno.  Allí mismo se anota que prueba de ello la constituye el hecho de que durante el ataque, se utilizaron aproximadamente 4.928 cartuchos calibre punto 30, 80 cartuchos calibre 38 largo y 4 granadas de fragmentación; al respecto, la Sala advierte que si bien hay constancia en el proceso de la pérdida de este material, no es claro qué parte de él fue utilizada y qué parte fue hurtada por los miembros de la subversión –teniendo en cuenta el resultado del informativo administrativo adelantado por la Policía Nacional–, y, por lo demás, la sola circunstancia de que hubieran sido utilizado no permite demostrar el buen estado de todo el armamento.

Ahora bien, para esta Sala es claro que, a pesar de lo expresado en el poligrama del 13 de julio de 1992, el material de guerra de la Subestación de El Calvario no fue reemplazado.  En efecto, obra en el proceso el inventario realizado el 25 de marzo de 1992, donde consta que dicha subestación tenía, en esa fecha, el mismo armamento que, el 17 de agosto siguiente, se perdió, como consecuencia de la incursión guerrillera, esto es, 14 carabinas M-1 calibre punto 30, 2 revólveres Smith Wesson calibre 38 largo, 4 granadas de fragmentación y munición.

Adicionalmente, se advierte que en el citado inventario realizado el 25 de marzo de 1992, se alude al material de comunicaciones, conformado por varios elementos, de los cuales sólo dos –una antena y una batería– se encontraban en buen estado; los demás elementos eran tres baterías, en mal estado y un radio y un micrófono, en regular estado.  Así las cosas y dado que este inventario se efectuó con el fin informar a los comandantes superiores sobre el material con que contaba la subestación, se concluye que éstos últimos también estaban enterados, cinco meses antes de la toma guerrillera, de que en El Calvario no se contaba con equipos de comunicaciones adecuados para permitir el “enlace permanente” con el Ejército Nacional, estrategia sugerida en el poligrama del 8 de junio de 1992, o con otras unidades de la misma Policía Nacional, con el fin de solicitar ayuda,  en caso de emergencia.  Al respecto, llama la atención el hecho de que, durante las cinco horas que duró el combate con la guerrilla, no se hubieran recibido refuerzos.

Concluye esta Sala, entonces, que la muerte del agente Luis Alfonso Gutiérrez Pinilla resulta imputable a la Nación.  En efecto, no obstante que altos mandos de la Policía Nacional tenían conocimiento de la inminencia de un ataque guerrillero a la Subestación de El Calvario, a la cual se encontraba adscrito dicho agente, aquéllos no tomaron medida alguna para garantizar que los miembros de la institución estuvieran preparados para afrontarlo; así, por ejemplo, no reemplazaron el armamento, ni los equipos de comunicaciones –a pesar de haber advertido que era necesario–, y no aumentaron el pie de fuerza, ni diseñaron mecanismos especiales para enviar refuerzos, en caso de urgencia.  No puede la Sala establecer cuál era el plan específico o la estrategia que debía ejecutar la institución mencionada; es ella la que, en cada situación y con fundamento en labores de inteligencia, debe adoptar la decisión más adecuada; sin embargo, es claro que, en el caso objeto del presente proceso, su actitud fue omisiva, puesto que era evidente que la Subestación de El Calvario podía ser objeto de un ataque guerrillero en cualquier momento y, en las condiciones en que se encontraba, no estaba preparada para afrontarlo, y, por lo tanto, que el comandante y los agentes a ella adscritos tendrían una alta probabilidad de resultar muertos o gravemente lesionados, sin que, por lo demás, su valerosa actuación sirviera, finalmente, para proteger a los habitantes del municipio.  En estas condiciones, el hecho de las FARC no era imprevisible para la entidad demandada.

No son de recibo los argumentos expuestos por la entidad demandada, acogidos por el fallador de primera instancia, en el sentido de que se habían tomado las medidas del caso, capacitando al personal y “emitiendo las órdenes respectivas para que... permaneciera alerta y prevenido...”.   Si se tiene en cuenta lo expresado anteriormente, respecto del estado del material asignado a la Subestación de El Calvario, resulta evidente que estas decisiones no eran suficientes para garantizar que los miembros de la misma estuvieran preparados para combatir con la guerrilla.

Así las cosas, es claro que Luis Alfonso Gutiérrez Pinilla, en su condición de agente asignado a la subestación mencionada, fue sometido a un riesgo excesivo e innecesario, por causa de una falla en la prestación del servicio de Policía.  Si bien los miembros de la Fuerza Pública deben soportar el riesgo de sufrir daños como consecuencia del ejercicio de sus funciones, el cual, por la naturaleza de éstas, asumen al aceptar sus cargos, y al ocurrir, no da lugar al surgimiento de la responsabilidad del Estado –pues, por lo general, se configura una de las causales de exoneración, normalmente hecho de tercero o fuerza mayor–, debe precisarse que ello no autoriza a éste último para abandonarlos a su suerte, imponiéndoles cargas imposibles de cumplir;  por el contrario, es su deber dotarlos de los elementos necesarios para permitir el cabal cumplimiento de sus obligaciones, con mayor razón en los casos en que es previsible un enfrentamiento armado, y poner en práctica planes y estrategias tendientes a la adopción oportuna de medidas preventivas, para garantizar el éxito de las operaciones y proteger la integridad de los combatientes legítimos.

Al resolver una situación similar, expuso esta Sala los siguientes argumentos, que resultan pertinentes en el presente caso: 

“...recuerda la Sala que la administración para exigirle resultados a los miembros de la fuerza pública en la prevención y represión del delito, debe dotarlos no solamente de los medios idóneos sino además ofrecerles riguroso entrenamiento y formación académica para el manejo apropiado de los elementos de dotación oficial, aprovechando al máximo los recursos económicos que para tal fin se destinen.  Por demás, se advierte a que a los uniformados no se les puede someter de buenas a primeras a contingencias que desborden los riesgos que normalmente tienen que asumir en la defensa de la vida, honra y bienes de los ciudadanos, menos cuando los agentes carecen de los instrumentos idóneos para cumplir cabalmente con los impuestos por la Constitución.

En el sub-lite no puede admitirse que la incursión guerrillera en la estación... constituya fuerza mayor, pues era de conocimiento público que en el territorio... operaban diferentes frentes de la Coordinadora Guerrillera, los cuales tenían como objetivo militar los cuarteles de la fuerza pública..., que hacía previsible un ataque de la subversión...  El accionar de la subversión no reviste la condición de irresistible por el número de guerrilleros que perpetraron la actividad delincuencias (más de 200), pues siendo un hecho previsible la misma autoridad no proporcionó a tiempo el armamento necesario, ni asignó suficientes uniformados para vigilar la estación...

(...)

La Sala desea aprovechar la oportunidad para indicar que al igual que a los asociados, a los miembros de la fuerza pública también les asiste el derecho de reclamar con fundamento en la Constitución Nacional que se protejan y respeten sus derechos humanos, cuando resulten vulnerados por un trato degradante o indigno bien que la acción se derive por la conducta de sus superiores, de los particulares que desempeñen funciones públicas, de la comunidad en general e incluso de quienes actúan al margen de la ley.

Los principios jurídicos, morales y éticos sobre los cuales se cimienta la educación y formación tanto de los soldados como de los agentes de la Policía Nacional y de sus superiores, no solo deben tener aplicación hacia el exterior, sino... al interior de la institución, en cuya tarea ha de prodigar a sus servidores trato digno, de modo que no exponga ni lesione injustamente su integridad física y moral.

Si bien a los uniformados por naturaleza se les exige... una exposición excepcional de su seguridad personal dadas sus funciones constitucionales, tal situación no habilita a los superiores a que impongan a los miembros de la fuerza pública cargas adicionales distintas de los riesgos que normalmente deben afrontar en el control o restablecimiento del orden público, pues se iría en contravía de tales principios colocando no solo en juego el respeto de los derechos humanos sino de paso la vida e integridad física de los agentes, los cuales por esa mera condición no significa que deban asumir a toda costa los riesgos derivados de la falta o falla del servicio imputable a la administración, pues la actividad profesional de agente de la policía o de militar reviste contornos especiales que tampoco deben sobreponerse a lo imposible”.

Se revocará, en consecuencia, la decisión de primera instancia, y se declarará la responsabilidad de la entidad demandada, por la muerte de Luis Alfonso Gutiérrez Pinilla.

Respecto del perjuicio patrimonial reclamado, está demostrado en el proceso que, al momento de su muerte, el agente citado devengaba la suma de $178.044.oo mensuales.  Así consta en la hoja de servicios expedida por el Director de Personal de la Policía Nacional, que obra a folio 2 del cuaderno principal.  Está probado, además, que convivía con su familia en el Municipio de El Calvario, e inclusive, que en la toma guerrillera resultaron heridos dos de sus hijos; así se desprende de lo expresado en el informe rendido por el Comandante del primer Distrito del Departamento de Policía del Meta, citado en el numeral 4 de estas consideraciones, y de la declaración rendida por el Juez Municipal de El Calvario, de la cual se transcriben apartes en el numeral 8, literal i.

Teniendo en cuenta lo anterior, así como el hecho de que, en el momento de la muerte del agente Gutiérrez Pinilla, sus hijos tenían 4, 6, 7, 8 y 9 años de edad, puede inferirse que la familia dependía económicamente de aquél, quien, por lo demás, en relación con ella, tenía una obligación alimentaria, conforme a lo dispuesto en el artículo 411 del Código Civil.  Se considera probado, entonces, que los demandantes sufrieron un perjuicio patrimonial, en forma de lucro cesante, como consecuencia de la muerte de su esposo y padre.

  Aplicando la fórmula utilizada reiteradamente por esta Corporación, se tiene que la renta actualizada (Ra) es igual a la renta histórica (devengada por la víctima al momento de su muerte), multiplicada por el índice de precios al consumidor del mes anterior a la sentencia, dividido por el índice de precios al consumidor vigente en el mes del hecho dañino, conforme a las certificaciones del DANE.

Ra =   R ($ 178.044.oo)      índice final – julio/2001 (126.26)


                                 ---------------------------------------------- = $697.265.oo
                     índice inicial – mayo/93 (32.24)

De la renta actualizada, se deducirá el 25% ($174.316.oo), correspondiente al valor aproximado que Luis Alfonso Gutiérrez Pinilla debía destinar para su propio sostenimiento, quedando la base de la liquidación en la suma de $522.949.oo.  Este valor se distribuirá así: la mitad para la cónyuge, correspondiente a $261.474.50, y la otra mitad, dividida en partes iguales, para los cinco hijos, esto es, $52.295.oo para cada uno.

Dado que la fecha probable de muerte de Luis Alfonso Gutiérrez Pinilla era posterior a la de su esposa (ella había nació el 18 de agosto de 1954 y él el 27 de junio del año siguiente, según consta a folios 73 y 74 del c. principal), el lucro cesante futuro a que ésta tiene derecho se calculará hasta la fecha probable de su propio fallecimiento.  En relación con los hijos, se calculará la indemnización del lucro cesante futuro hasta que cada uno de ellos llegue a la edad de 18 años, a partir de la cual se presume, con fundamento en las reglas de la experiencia, que pueden ocuparse de su propio sostenimiento, a menos que esté demostrada una situación distinta, lo que no ocurren en el presente proceso.

Para la cónyuge, la indemnización comprenderá dos períodos, uno consolidado y otro futuro, el primero contado desde la fecha de los hechos hasta la de esta sentencia, y el segundo desde ésta última hasta el último día de su vida probable.  En los casos en que los hijos llegaron a la mayoría de edad antes de la fecha de esta sentencia, la indemnización que les corresponde tendrá un solo período consolidado. En los demás, la indemnización a que tienen derecho comprende igualmente dos períodos, uno vencido o consolidado, que se cuenta desde la fecha en que ocurrieron los hechos hasta el presente, y el otro, futuro o anticipado, que corre desde la fecha de esta o providencia hasta aquélla en que cumplirán la edad mencionada.

Con fundamento en lo anterior y aplicando las fórmulas tradicionalmente utilizadas por esta Sala, se efectúa la liquidación respectiva, cuyas bases son las siguientes:

Víctima: 


Luis Alfonso Gutiérrez Pinilla

Fecha de muerte:

17 de agosto de 1992

Fecha de nacimiento:
27 de junio de 1955

Edad al fallecer:

37 años

Vida probable:

37.96 años = 455.52 meses


Cónyuge:


Martha Morales


Fecha de nacimiento:
18 de agosto de 1954


Edad al fallecer:

38 años

Vida probable:

37.10 años = 445.2 meses


Indemnización debida:
9 años = 108 meses


Indemnización futura:
28.1 años = 337.2 meses

Hija: 



Sandra María Gutiérrez Morales


Fecha de nacimiento:
7 de agosto de 1976


Indemnización debida:
1.975 años = 23.7 meses
Hija: 



Martha Cecilia Gutiérrez Morales


Fecha de nacimiento:
5 de enero de 1980


Indemnización debida:
5.386 años = 64.64 meses

Hija: 



Sisam Jenny Gutiérrez Morales


Fecha de nacimiento:
1º de julio de 1983


Indemnización debida:
8.87 años = 106.47 meses

Hijo: 



Diego Alfonso Gutiérrez Morales


Fecha de nacimiento:
4 de marzo de 1985


Indemnización debida:
9.036 años = 108.44 meses


Indemnización futura:
1.5116
= 18.14 meses

Hijo: 



Larry Julián Gutiérrez Morales


Fecha de nacimiento:
22 de diciembre de 1987


Indemnización debida:
9.036 años = 108.44 meses


Indemnización futura:
4.308 = 51.7


Liquidación:


Para Martha Morales:


a. Indemnización debida o consolidada:

S = Ra (1+ i)n - 1    

                  i

S = $261.474,50  (1+ 0.004867)108 - 1    

                             0.004867

S  =   $37.036.167,50

b. Indemnización futura o anticipada:

S  =  Ra  (1+ 0.004867)337.2       -          1    

                0.004867 (1+ 0.004867) 337.2
S  =  $261.474.50   (1+ 0.004867)337.2       -          1    

                              0.004867 (1+ 0.004867) 337.2
S  =   $43.273.064.oo

Sumados los valores de la indemnización vencida y futura, se obtiene un valor total de $80.309.231.50.

Para Sandra María Gutiérrez Morales:
Indemnización vencida o consolidada:

S = $52.295.oo   (1+ 0.004867)23.7  - 1    

                                     0.004867

S  =    $1.310.328.oo 

Para Martha Cecilia Gutiérrez Morales:

Indemnización vencida o consolidada:

S = $52.295.oo   (1+ 0.004867)64.64  - 1    

                                     0.004867

S  =    $3.961.294.oo 

Para Sisam Jenny Gutiérrez Morales:

Indemnización vencida o consolidada:

S = $52.295.oo   (1+ 0.004867)106.47  - 1    

                                     0.004867

S  =    $7.272.906.oo 

Para Diego Alfonso Gutiérrez Morales:

a. Indemnización vencida o consolidada:

S = $52.295.oo   (1+ 0.004867)108.44  - 1    

                                     0.004867

S  =    $7.446.067.oo 

b. Indemnización futura o anticipada:

S  =  Ra  (1+ 0.004867)18.14       -          1    

                0.004867 (1+ 0.004867) 18.14
S  =  $52.295.oo   (1+ 0.004867)18.14       -          1    

                              0.004867 (1+ 0.004867) 18.14
S  =   $905.854.oo

Sumados los valores de la indemnización vencida y futura, se obtiene un valor total de $8.351.921.oo.

Para Larry Julián Gutiérrez Morales:

a. Indemnización vencida o consolidada:

S = $52.295.oo   (1+ 0.004867)108.44  - 1    

                                     0.004867

S  =    $7.446.067.oo 

c. Indemnización futura o anticipada:

S  =  Ra  (1+ 0.004867)51.7       -          1    

                0.004867 (1+ 0.004867) 51.7
S  =  $52.295.oo   (1+ 0.004867)51.7       -          1    

                              0.004867 (1+ 0.004867) 51.7
S  =   $2.385.221.oo

Sumados los valores de la indemnización vencida y futura, se obtiene un valor total de $9.831.288.oo.

No obstante lo anterior, advierte la Sala que en el acápite de pretensiones de la demanda, se solicitó condenar a la entidad demandada, por concepto de los perjuicios materiales sufridos por la esposa y los hijos del agente Gutiérrez Pinilla, en la siguiente forma:

Para:

“MARTHA MORALES 

       $20.000.000.oo

SANDRA MARÍA GUTIÉRREZ M.
$342.912.oo

MARTHA CECILIA GUTIÉRREZ M
$921.576.oo

SISAM YENNY GUTIÉRREZ M.
         $1.521.670.oo

DIEGO ALFONSO GUTIÉRREZ M         $1.836.208.oo

LARRY JULIÁN GUTIÉRREZ M.
         $2.000.000.oo”

Aplicando la fórmula antes utilizada para obtener el valor de la renta actualizada y teniendo en cuenta los índices de precios al consumidor vigentes en el momento de presentación de la demanda (marzo de 1994: 44.68) y en el mes anterior a aquél en que se expide esta sentencia (julio de 2001: 126.26), se tiene que el valor actualizado de las sumas solicitadas en la demanda es el siguiente:

MARTHA MORALES


$56.517.457.oo

SANDRA MARÍA GUTIÉRREZ M.
        969.026.oo

MARTHA CECILIA GUTIÉRREZ M.
     2.604.257.oo

SISAM YENNY GUTIÉRREZ M.

     4.300.046.oo

DIEGO ALFONSO GUTIÉRREZ M.
     5.188.890.oo

LARRY JULIÁN GUTIÉRREZ M.
                 5.651.746.oo

Así las cosas, se tiene que los valores obtenidos de acuerdo con la liquidación efectuada inicialmente resultan superiores a los solicitados en la demanda.  Por esta razón y dado que la sentencia debe ser congruente con las pretensiones formuladas, so pena de vulnerar el derecho de defensa de la parte demandada, la Sala limitará la condena a las sumas pedidas, debidamente actualizadas.
En relación con el perjuicio moral cuya indemnización se solicita, obran en el proceso los certificados y copias de las actas de los registros civiles que acreditan el matrimonio de Luis Alfonso Gutiérrez Pinilla y Martha Morales, así como los nacimientos de sus hijos Martha Cecilia, Sisam Yenny, Diego Alfonso, Sandra María y Larry Julián Gutiérrez Morales (folios 66 a 72, 75 y 76, 120, 121, 13, 125 y 126 del cuaderno principal), y las relaciones de parentesco alegadas en la demanda, conforme a lo dispuesto en el Decreto 1260 de 1970.

Ha expresado esta Sala, en varias ocasiones
, que el parentesco puede constituir indicio suficiente de la existencia, entre los miembros de una misma familia, de una relación de afecto profunda y, por lo tanto, del sufrimiento intenso que experimentan los unos con la desaparición o el padecimiento de los otros.  Así las cosas y dado que, en este caso, uno de los demandantes era la cónyuge de Luis Alfonso Gutiérrez Pinilla, y los demás eran sus hijos, todos menores de edad en la época de los hechos, y que hay indicios en el expediente de que convivían en la misma casa –se alude, inclusive, a que dos de los hijos resultaron heridos en el asalto guerrillero, en su lugar de habitación–, se considera probada la existencia del perjuicio moral sufrido por los actores, así como su intensidad, en el máximo grado.

Conforme a lo expresado en sentencia reciente, esta Sala ha abandonado el criterio según el cual se consideraba procedente el recurso a la aplicación analógica del artículo 106 del Código Penal de 1980, para establecer el valor de la condena por concepto de perjuicio moral; ha considerado, en efecto, que la valoración de dicho perjuicio debe ser hecha por el juzgador, en cada caso, según su prudente juicio, y ha sugerido la imposición de condenas por la suma de dinero equivalente a cien salarios mínimos legales mensuales, en los eventos en que aquél se presente en su mayor grado.
  No obstante lo anterior, teniendo en cuenta que, en este caso, se solicita en el libelo condenar a la entidad demandada al pago, por este concepto, de la suma equivalente a mil gramos de oro, para cada uno de los actores, y dado que, en la fecha de esta sentencia, dicha suma, correspondiente a $21.753.610.oo, es inferior a aquélla que equivale al número de salarios mínimos antes indicados, se accederá a la petición formulada, a fin de respetar el principio de congruencia.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA:


REVÓCASE la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Meta, el 4 de marzo de 1997, dentro del presente proceso, y se dispone, en su lugar: 


DECLÁRASE responsable a la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional de la muerte de Luis Alfonso Gutiérrez Pinilla, ocurrida el 17 de agosto de 1992, en el Municipio de El Calvario (Meta).  En consecuencia: 

CONDÉNASE a la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional a pagar a cada uno de los actores, Martha Morales y Sandra María, Martha Cecilia, Sisam Yenny, Diego Alonso y Larry Julián Gutiérrez Morales, por concepto de los perjuicios morales sufridos como consecuencia de la muerte de Luis Alfonso Gutiérrez Pinilla, la suma de veintiún millones setecientos cincuenta y tres mil seiscientos diez pesos ($21.753.610.oo).

CONDÉNASE a la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional a pagar a pagar, por concepto del lucro cesante sufrido, las siguientes sumas de dinero: a Martha Morales, cincuenta y seis millones quinientos diecisiete mil cuatrocientos cincuenta y siete pesos ($56.517.457.oo); a Sandra María Gutiérrez Morales, novecientos sesenta y nueve mil veintiséis pesos ($969.026.oo); a Martha Cecilia Gutiérrez Morales, dos millones seiscientos cuatro mil doscientos cincuenta y siete pesos ($2.604.257.oo); a Sisam Yenny Gutiérrez Morales, cuatro millones trescientos mil cuarenta y seis pesos ($4.300.046.oo); a Diego Alfonso Gutiérrez Morales, cinco millones ciento ochenta y ocho mil ochocientos noventa pesos (5.188.890.oo), y a Larry Julián Gutiérrez Morales, cinco millones seiscientos cincuenta y un mil setecientos cuarenta y seis pesos (5.651.746.oo).

Dese cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo, para lo cual se expedirá copia de la sentencia de segunda instancia, conforme al artículo 115 del Código de Procedimiento Civil.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

ALIER E. HERNÁNDEZ ENRÍQUEZ 

JESÚS MARÍA CARRILLO BALLESTEROS

      Presidente de la Sala

MARÍA ELENA GIRALDO GÓMEZ 

RICARDO HOYOS DUQUE



GERMÁN RODRÍGUEZ VILLAMIZAR

� Al respecto, ver, entre otras, sentencias del 18 de septiembre de 1997, expediente 9666, del 8 de febrero de 2001, expediente 13.254, y del 14 de julio de 2001, expediente 12.198.


� Una argumentación similar ha expuesto esta Sala en otras ocasiones, en relación con la imposibilidad de trasladar al proceso contencioso administrativo la indagatoria recibida al procesado dentro de una investigación penal.  Ver, entre otras, sentencia del 17 de mayo de 2001, expediente 12.370.


� Sentencia del 7 de septiembre de 1998, expediente 10.921.


� Ver, entre otras, sentencias del 18 de mayo, 15 de junio y 21 de septiembre de 2000, expedientes 12.053, 11.688 y 11.766, respectivamente.


� Consultar sentencia del 6 de septiembre de 2001, expediente 13.232-15.646





